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       (Aprobado en sesión de veinticuatro de febrero de dos mil  dieciséis)

Bogotá, D. C., veintiséis (26) de febrero de dos mil dieciséis (2016).
Decídese la impugnación interpuesta frente a la sentencia de 16 de diciembre de 2015, dictada por la Sala de Casación Penal dentro de la acción de tutela instaurada por Ovidio Isaza Gómez respecto de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá y la Fiscalía Cuarenta y Siete de la Unidad Nacional de Justicia Transicional, con ocasión del “juicio de justicia y paz” seguido en contra del aquí gestor, dada su condición de desmovilizado de las Autodefensas Unidas de Colombia.
1. ANTECEDENTES
1. El promotor demanda la protección de las prerrogativas al debido proceso, defensa, acceso a la administración de justicia, igualdad y petición, presuntamente vulneradas por las autoridades querelladas.

2. Sostiene, como base de su reclamo, en síntesis, lo siguiente (fls. 1 a 8):

2.1. Ovidio Isaza Gómez es desmovilizado del Frente “Jhon Isaza” de las Autodefensas Unidas de Colombia, empero, fue dejado en libertad “(…) en atención a que para ese momento no tenía ningún requerimiento judicial vigente (…)”, por tales motivos, el gobierno nacional lo postuló al programa de “justicia y paz” contenido en la Ley 975 de 2005.
2.2. Relata que fue amenazado en numerosas oportunidades, obligándolo a “esconderse para salvaguardar su seguridad”, por lo cual, no tuvo conocimiento de los requerimientos efectuados entre el 2007 y el 2011, ni pudo asistir a las diligencias llevadas a cabo dentro del señalado trámite de “justicia y paz”.
2.3. Por lo antelado, la Fiscalía acusada solicitó la exclusión del gestor de los beneficios otorgados por la Ley 975 de 2005, a la cual accedió la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá mediante providencia de 30 de marzo de 2012, decisión ejecutoriada sin recursos “(…) por la aptitud (sic) asumida por quien ejerció [su] defensa (…) al avalar la temeraria solicitud de la Fiscalía (…)”.
2.4. Por lo antelado, solicitó al Fiscal de conocimiento su “reintegro” a “justicia y paz”, pedimento absuelto desfavorablemente el 13 de octubre de 2015, contestación que según el quejoso fue “parcial y evasiva”, pues allí se arguyó “falta de competencia” para dar curso a esa reclamación, así como la materialización de “cosa juzgada” en su caso.
3. Implora ordenar “(…) se resuelva [su] petición de fondo y de forma congruente, y en caso de no ser competente la entidad accionada, debe remitirla a quien si lo sea (…)”.
1.1. Respuesta de los accionados 
a. La Fiscalía Cuarenta y Siete Delegada ante el Tribunal Superior se opuso al ruego, manifestando haber contestado el pedimento formulado por el ahora gestor, la cual “(…) aunque [resultó] negativa para los intereses del postulado, no implica que no se haya atendido en los términos correspondientes (…)” (fls. 31 a 98).

b. La Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de esta capital precisó:

“(…) [E]l accionante contó con la oportunidad de interponer [los] recursos propios del proceso, esto es, impugnar la decisión proferida por esta Sala, pero contrario a ello, la defensora de confianza designada por él, manifestó que era querer del señor Ovidio Isaza Gómez no continuar en justicia y paz, y ningún interés mostró en recurrir su exclusión, por lo que no es posible después de algo más de tres años pretender a través de la tutela revivir oportunidades procesales precluidas (…)” (fls. 118 a 121).
1.2. La sentencia impugnada 

Negó el resguardo tras inferir que la Fiscalía entutelada “(…) ha sido diligente en su deber de responder la solicitud presentada por el accionante, quien fue debidamente notificado (…)” (fls. 133 a 150).
1.3. La impugnación

La formuló el promotor reiterando lo expuesto en el escrito inicial, y realzando que “(…) no podía [su] apoderada disponer de [su] derecho a ser parte del proceso de justicia y paz (…)” (fls. 161 a 176).     
2. CONSIDERACIONES

1. No es viable esgrimir el desconocimiento del derecho de petición, cuando lo requerido concierne a un trámite judicial, pues la reclamación debe elevarse de conformidad con las reglas que disciplinan la materia. 

Al respecto, esta Sala ha tenido la oportunidad de señalar:

“(…) [L]as solicitudes para ser resueltas por los administradores de justicia en el interior de los procesos judiciales, no se rigen por el derecho de petición y la regulación de éste en el Código Contencioso Administrativo, ya que como ha puntualizado la jurisprudencia, las peticiones que presenten las partes y los intervinientes en asuntos relacionados con la litis tienen un trámite en el que se aplican las reglas del proceso. Es por eso que no resulta factible inferir vulneración del derecho de petición dentro de una actuación judicial, cuando se presenta una solicitud sobre ella misma y no se responde dentro de los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo, ya que el juez o magistrado que conduce un proceso está sometido a las reglas procesales que disciplinan el mismo y debe distinguirse con claridad entre los actos judiciales y los administrativos que puedan tener a su cargo éstos. Ante la eventual morosidad en resolver, el derecho fundamental que puede invocar el interesado y ser protegido, si fuere el caso, no es propiamente el de petición sino el debido proceso (…)”
.
2. En el presente caso, se reprocha al Fiscal convocado por la respuesta emitida  frente a la solicitud elevada por el aquí actor, Ovidio Isaza Gómez, con la cual pretendía se pronunciara el querellado respecto de su exclusión de los beneficios estatuidos por la Ley 975 de 2005. 
Así las cosas, surge evidente la improcedencia del amparo deprecado, por cuanto se reitera, para resolver el problema ahora planteado, el quejoso debe acudir ante las autoridades ciñéndose al procedimiento establecido en la citada Ley 975 de 2005 y en el Código de Procedimiento Penal, circunstancia que descarta la aplicabilidad de la garantía fundamental invocada como soporte de esta salvaguarda.   
3. Al margen de lo discurrido, como cuanto en realidad cuestiona el señor Isaza Gómez es la providencia de 30 de marzo de 2012, a través de la cual fue descartado del trámite de justicia y paz, sin dificultad se advierte el fracaso de este auxilio, por la desatención del quejoso en relación con el requisito de inmediatez, por cuanto el resguardo fue incoado tardíamente el 1º de diciembre de 2015 (fl. 1), cuando han transcurrido más de tres años de haberse proferido esa decisión, período que supera ampliamente el lapso de seis (6) meses adoptado por la Sala como razonable para reclamar la protección.
Sobre este aspecto la Corte, reiteradamente ha puntualizado:

“(…) [S]i bien la jurisprudencia no ha señalado unánime el término en el cual debe operar el decaimiento de la petición de amparo frente a decisiones judiciales por falta de inmediatez, si resulta diáfano que éste no pueda ser tan amplio que impida la consolidación de las situaciones jurídicas creadas por la jurisdicción, (…) [por tanto] (…) muy breve ha de ser el tiempo que debe transcurrir entre la fecha de la determinación judicial acusada y el reclamo constitucional que se enfila contra ella, con miras a que éste último no pierda su razón de ser (…) en el presente evento no puede tenerse por cumplida la exigencia de inmediatez de la solicitud por cuanto supera en mucho el lapso razonable de los seis meses que se adopta, y no se demostró, ni invocó siquiera, justificación de tal demora por el accionante”
.

4. Finalmente, si en criterio del petente de la salvaguarda el descuido en el uso de los instrumentos de defensa dentro del citado caso, derivó de la negligencia de la abogada que lo agenció, está facultado para denunciar tal situación ante las autoridades disciplinarias respectivas.

Ante eventos como el anterior, esta Colegiatura ha indicado:

 “(…) [E]n relación con las afirmaciones efectuadas referentes a una inadecuada defensa técnica, tal situación no conlleva la vulneración de garantías fundamentales, pues, (…) según las pruebas aportadas a la actuación, el convocante estuvo asistido dentro del proceso por un abogado y el hecho de no estar conforme con su actuar, no lo legitima para controvertir las decisiones judiciales o justificar las omisiones por él presentadas (…). No obstante, en caso de considerarse un proceder negligente (…) por parte del profesional del derecho designado, existen vías para denunciar tal situación, a las que puede acudir directamente quien se considere afectado (…)”
 (subrayado fuera del texto).

5. Por los anteriores argumentos, se impone la confirmación del fallo impugnado.  
3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha y lugar procedencia anotada.

SEGUNDO: Comuníquese telegráficamente lo resuelto en esta providencia a los interesados y oportunamente envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO

Presidente de Sala

MARGARITA CABELLO BLANCO

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA
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